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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 45
               Noviembre 20 y 21 de 2013

 


La víctima debe tener la misma facultad del Fiscal de solicitar la suspensión o cancelación del registro de bienes obtenidos fraudulentamente, acorde con el derecho a la reparación que le reconoce la Constitución y los Convenios internacionales sobre Derechos Humanos
	 VII.  EXPEDIENTE D-9641 -   SENTENCIA  C-839/13  (Noviembre 20)
         M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub




1.
Norma acusada

LEY 906 DE 2004

(Agosto 31)

Por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal 
ARTÍCULO 101. SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE REGISTROS OBTENIDOS FRAUDULENTAMENTE. En cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías dispondrá la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente.

En la sentencia condenatoria se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos cuando exista convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que originaron la anterior medida.

Lo dispuesto en este artículo también se aplicará respecto de los títulos valores sujetos a esta formalidad y obtenidos fraudulentamente.

Si estuviere acreditado que con base en las calidades jurídicas derivadas de los títulos cancelados se están adelantando procesos ante otras autoridades, se pondrá en conocimiento la decisión de cancelación para que se tomen las medidas correspondientes.
2.
Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo 101 de la Ley 906 de 2004 por los cargos analizados en la presente sentencia, en el entendido que la víctima también puede solicitar la suspensión del poder adquisitivo de los bienes sujetos a registro, cuando existan motivos fundados para inferir que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

Le correspondió a la Corte resolver si en el inciso primero del artículo 101 de la Ley 906 de 2004, el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa al no prever que la víctima pueda solicitar como el fiscal, la suspensión del poder adquisitivo de los bienes sujetos a registro, cuando existan motivos fundados para pensar que el título de propiedad fue obtenido fraudulentamente. 

El Tribunal estableció que en efecto, se configura en este caso una omisión legislativa relativa, toda vez que se cumplen los requisitos exigidos por la jurisprudencia para ello. En primer lugar, se requiere que exista una norma sobre la cual se predique necesariamente el cargo, lo cual se da claramente en el presente caso. En segundo lugar, se exige que la norma excluya de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables tenían que estar contenidos en el texto normativo cuestionado que de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar la norma legal con los mandatos de la Carta. En este caso, la Corte encontró que la garantía de los derechos de la víctima exigía que tuviera, al igual que el fiscal, facultad para pedir la cancelación o suspensión de los registros obtenidos fraudulentamente, a través de la suspensión del poder dispositivo, de manera que se armonice el texto legal con los mandatos de la Constitución. Señaló que el papel asignado al Fiscal, como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Corporación, no excluye que las víctimas tengan derecho a intervenir directamente en el proceso. Indicó que los derechos que la Carta le otorga a la víctima están inescindiblemente relacionados con la medida adoptada en la norma acusada, tales como la restitución de bienes al estado anterior a la comisión del delito y evitar que se aumenten los perjuicios causados con el ilícito, inherentes al derecho a la reparación y a la garantía de no repetición. Aclaró que esta medida, no tiene influencia directa en el juicio oral, sino que se presenta en otras audiencias.

En tercer lugar, la Corte constató que la exclusión de la víctima de la facultad regulada en el precepto demandado carece de un principio de razón suficiente, como quiera que si bien podría aducirse que obedece a la estructura del sistema acusatorio, la posibilidad de que la víctima solicite la medida de suspensión del poder adquisitivo o cancelación de los registros obtenidos fraudulentamente, en nada afecta la estructura o los principios del sistema penal acusatorio, en la medida en que son medidas exclusivamente patrimoniales que no tienen una incidencia necesaria sobre la determinación de la responsabilidad penal, a tal punto que pueden ordenarse pese a que no exista sentencia condenatoria. Tampoco, implica una alteración de la estructura o del funcionamiento del sistema acusatorio, porque el Código de Procedimiento Penal permite actualmente que otras medidas cautelares o patrimoniales sean solicitadas por las víctimas. A juicio, de la Corte otorgar a la víctima esta facultad tampoco afecta el principio de igualdad de armas ni representa un desequilibrio para las partes, toda vez que al defensa puede ejercer ante esta medida todas las garantías propias del derecho a la defensa en igualdad de condiciones. 

En cuarto lugar, se requiere que la falta de justificación y objetividad genere para los casos excluidos de la regulación legal una desigualdad negativa frente a los que se encuentran amparados por las consecuencias de la norma. En este caso, es claro que se genera una desigualdad negativa, pues las víctimas son las primeras interesadas en que se suspendan y cancelen los registros obtenidos fraudulentamente, razón por la cual, deberían ser las primeras legitimadas para solicitar esta medida. Finalmente, se requiere que la omisión sea el resultado del incumplimiento de un deber impuesto por el constituyente al legislador. En el caso concreto, la protección de los derechos de las víctimas constituye un pilar fundamental reconocido por esta Corporación, consistente en el compromiso del Estado social y democrático de derecho de respetar, proteger y garantizar los derechos de la sociedad y de las víctimas, tal como lo establecen la declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el preámbulo de la Constitución y especialmente, sus artículos 1, 2, 5, 86, 87 y 241-1, 93, 94, 229, 250-4 y 215-1.

Por las razones anteriores, la Corte procedió a declarar la exequibilidad condicionada del inciso primero del artículo 101 de la Ley 906 de 2004, para incluir a la víctima de manera que tenga la misma posibilidad del Fiscal para solicitar la medida allí prevista. 
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